FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ANDALUCIA
El abajo firmante, José Manuel Novoa Novoa, DNI 37.253.690-S, con domicilio en Paseo Marítimo 98-102 5º 4ª de Vilanova i la Geltrú 08800 (Barcelona) como periodista he tenido conocimiento del Procedimiento de: Ejecución hipotecaria 178/2012. Negociado: G practicado, en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 3 de Dos Hermanas (Sevilla) en el que la parte demandada solicitó la paralización de un desahucio al acreditar la falta de legitimidad del supuesto acreedor que solicitó la ejecución hipotecaria.

A la vista de lo ocurrido en este procedimiento, por la presente D E N U N C I O y solicito la intervención de esta Fiscalía al cerciorarme de la actuación irregular de la señora juez Doña María Elena Pérez Caro.

P R I M E R O: Esta denuncia la formalizo a título personal ya que soy persona que conserva intacto sus derechos políticos. La legitimidad me la otorga ser ciudadano español sensibilizado al ver como se llevan acabo procedimientos de desahucio con engaño a los jueces por las entidades financieras de una forma sistemática y repetitiva. Por otra parte me otorgo la legitimidad de ser el inductor de la documental aportada en el procedimiento arriba referenciado.

S E G U N D O: Hasta ahora, a los jueces que les ha caído un desahucio en su juzgado, lo tramitan sin ninguna sospecha de que las entidades financieras los están engañando al no declarar que actúan, en la ejecución hipotecaria, por delegación y poderes que le faculta la Sociedad Gestora que representa a los inversores bonistas a los que en su día cedió los préstamos, al empaquetarlos en una emisión con respaldo hipotecario colocada en el mercado financiero. Las entidades financieras, simulan ante los jueces que son los legítimos acreedores y se presentan en los procedimientos ejecutivos hipotecarios sin apoderamiento alguno. En todos los Folletos de emisión redactados por las entidades financieras españolas hacen hincapié, por activa y por pasiva, que no asumen responsabilidad alguna por el buen fin de los préstamos. No obstante, a pesar de esta desvinculación con el riesgo, desatiende a lo legislado en el artículo 66 del RD 685/1982. Dicho artículo dice “Facultades del titular. Si el incumplimiento fuera consecuencia de la falta de pago del deudor, el titular o titulares de las participaciones tendrán las siguientes facultades: a) Compeler a la Entidad emisora para que inste la ejecución hipotecaria. b) Concurrir en igualdad de derechos con el emisor, en la ejecución que éste siga contra el deudor, personándose a tal efecto en cualquier procedimiento de ejecución instado por aquél y participar en el producto del remate a prorrata de su respectivo porcentaje en el crédito ejecutado y sin perjuicio de que la Entidad emisora perciba la posible diferencia entre el interés pactado en el préstamo y el acordado en la participación, cuando éste fuera inferior”.Si los bancos se presentaran con los necesarios poderes, alguien les podría preguntar si son realmente los legítimos acreedores y que razón tienen, para incluso adjudicarse en remate la inscripción en el Registro de la Propiedad de la garantía, si tan solo son, por contrato, los Administradores de las cuotas mensuales que deben de transferir trimestralmente a los bonistas inversores. 

T E R C E R O: Partiendo de este engaño generalizado, en la documentación presentada por los bancos en los procedimientos ejecutivos hipotecarios, estas entidades se salen con la suya, pero es radicalmente diferente cuando la parte ejecutada aporta documentación acreditativa que el reclamante no es el dueño de la hipoteca. No obstante, tenía que ser obligación de los jueces de percatarse de la realidad que rodea a su profesión. La titulización se inició en los años 90 y en el 2000 ya estaba en plena expansión, estamos en el 2015 lo que quiere decir que han pasado 25 años y los encargados de impartir justicia están todavía en la inopia y siguen la pauta de un procedimiento tasado. Sin embargo,  cualquier profesión se ha tenido que adaptar a las circunstancias que rodean su entorno, la Justicia no tiene porque ser diferente. 
C U A R T O: En el citado procedimiento la parte demandada solicitaba (en su escrito del 21 de abril de 2015) “una prórroga indefinida del plazo del lanzamiento, con el objeto de determinar la naturaleza jurídica del fondo de titulación GC FTPYME PASTOR 2, FONDO DE TITULIZACION DE ACTIVOS, que consta registrado en la Comisión Nacional del Mercado de Valores con el número de registro 6953 y la pertenencia al mismo del préstamo hipotecario litigioso, a los efectos de determinar si la ejecutante tiene legitimación activa en el presente procedimiento, para acudir a subasta y para adjudicarse y registrar a su nombre un inmueble cuya carga fue transferida. Todo ello a los efectos de establecer una posible nulidad de actuaciones en términos planteados en el incidente de nulidad correspondiente”. 

Q U I N T O: La documentación aportada al procedimiento fue la siguiente: a) Folleto de emisión por 800 millones de euros (se adjunta como Documento número uno la portada de esta emisión) donde el Cedente, en este caso el Banco Pastor, expuso las condiciones en que ofrecía al mercado financiero la calidad de los préstamos, vencimientos, tipo de interés que se obliga a pagar y condiciones generales que se obliga a cumplir. Consta como número de registro en la Comisión Nacional del Mercado de Valores con el número 6953. b) escritura de constitución del FONDO PASTOR 2 realizada por el notario Miguel Jurjo Otero en sustitución de Francisco Manuel Ordóñez Armán, con número de protocolo 3.909 de fecha 28/09/2004 en A Coruña a petición del Banco Pastor, como Cedente, y Gestcaixa S.A. Sociedad Gestora de Fondos de Titulización, en el que se puede apreciar en una página del listado que contiene el paquete de 3.449 préstamos hipotecarios, la reseña de la hipoteca en cuestión con los datos que la pueden identificar. (Se adjuntan como Documento número dos la portada de esta emisión y como Documento número tres la página de ésta escritura donde consta señalado el préstamo con garantía hipotecaria cedido) c) Carta del Banco de España (que se identifica como Documento número cuatro) donde manifiesta ”la titulación de un préstamo supone que la entidad que concedió el mismo deja de ser la acreedora del préstamo”. Por lo tanto, no se trata de papeles sin importancia ni tampoco se trata de ocurrencias, se trata de documentos que tienen número de registro en la Comisión del Mercado de Valores (CNMV), protocolo de un notario y un escrito firmado por el Director del Departamento de Conducta de Mercado del Banco de España. 
S E X T O: Para rebatir la documental referida el Banco Popular como entidad absorbente del difunto Banco Pastor se “fabrica” un certificado que suscriben los señores D. Esteban Carrera García y D. Luis Alberto Díaz Butragueño, apoderados mancomunados de la Unidad de Financiación del Departamento y Dirección Financiera, que dice: “Que el activo número 0812/04040201 no se halla titulizado. Siendo, por tanto, parte integrante de la cartera de activos de esta Entidad.”. No acaba aquí la desfachatez cuando manifiesta que:“La demandada no aporta ni un solo documento que acredite que el activo reclamado ha sido titulizado”. Es evidente que se trata de una manifestación de parte, no obstante la juez Doña María Elena Pérez Caro se despachó con un AUTO que concluye con un lacónico: NO SE ADMITE LA NULIDAD DE ACTUACIONES confirmándose íntegramente las mismas. Su razonamiento se basa: “si bien se adjunta copia de listado en el que se reseña el C.I.F de la mercantil ejecutada tal dato es negado tajantemente por el banco ejecutante, actualmente por fusión Banco Popular S.A mediante certificación. 
S E P T I M O: Insisto que no es lo mismo que te engañen a que te dejes engañar, no es lo mismo que los jueces, supuestamente, desconozcan la titulización de miles de millones de euros que corresponden a la inmensa mayoría de préstamos hipotecarios otorgados por las entidades financieras durante los últimos años, a que tengas sobre tu mesa toda la documentación acreditativa de que quien insta el desahucio es tan solo el Administrador de los cobros, siendo el acreedor un tercero. La diferencia es abismal ¿qué documentación más se debe de aportar para acreditar que el banco no es el acreedor legitimo? La señora jueza, incumpliendo con su obligación de impartir justicia, ridiculiza la documentación aportada y ni tan siquiera solicita a la CNMV para que certifique la veracidad de la misma. Lejos de impartir justicia la señora jueza se pronuncia en su AUTO: “se adjunta copia de listado” como si se tratara de algo sin importancia; lo que se adjunta es, evidentemente, una copia de la escritura de la constitución del Fondo. Un falso certificado emitido por el banco es suficiente para sostener su pronunciamiento: “tal dato es negado tajantemente por el banco ejecutante, actualmente por fusión Banco Popular S.A mediante certificación”. Estoy plenamente convencido que en la Escuela Judicial adiestraron a la señora jueza a sostener el criterio que una documentación respaldada por una escritura ante notario es más acreditativa que un certificado emitido de parte.

O C T A V O: Con el fin de acreditar que no se trata de una singularidad la constitución del FONDO PASTOR 2, que ahora niega ante un Tribunal el Banco Popular (sucesor del Banco Pastor), cuando manifiesta que el préstamo en cuestión es “parte integrante de la cartera de activos de esta Entidad.” Adjunto un par de “pantallazos” de la web de la Comisión Nacional del Mercado de Valores que contienen un listado con los Fondos constituidos y registrados por Banco Pastor S.A. (baja 24.07.2012). Presentado como  Documento número cinco, así como en otro listado los Fondos emitidos por Banco Popular Español S.A. Documento número seis. Pueden observar que entre los Fondos constituidos por el Banco Pastor se encuentra GC FTPYME PASTOR 2, FONDO DE TITULIZACIÓN DE ACTIVOS, señalado con una flecha en rojo. Es en este fondo donde está titulizado el préstamo con garantía hipotecaria en litigio. Para no apabullar con el montante dinerario de estas emisiones les manifiesto que ascienden a miles de millones de euros.

Por lo expuesto.

S O L I C I T O a esta Fiscalía que tenga presentado este escrito y en atención a los hechos expuestos, tenga a bien abrir diligencias informativas con tal de investigar si el incumplimiento de las funciones que corresponden a la señora jueza Doña María Elena Pérez Caro pueden dar lugar a responsabilidad sancionadora. 

En Vilanova i la Geltrú a veintiuno de julio de 2015.

Fdo. José Manuel Novoa Novoa   
ESCRITO DIRIGIDO AL FISCAL SUPERIOR DE ANDALUCIA

ILMO. SR. JESUS GARCIA CALDERON

Ilmo. Señor, me digo a usted en referencia a las Diligencias de Investigación Penal nº 33/15 que el 18 de junio del presente se decretó su archivo. El Decreto de Apertura tiene fecha del 8 de junio, por lo que me ha sorprendido su celeridad y los argumentos que decretan su archivo. Permítame señor Fiscal Superior que manifieste discrepancia sobre lo acordado por el fiscal instructor, así como con su conformidad con el archivo propuesto. Admito, que la falsedad documental que atribuyo al Banco Popular no es motivo de ser investigada por la institución que usted dirige ya que los administradores del banco no ostentan la condición de aforados. Presentaré una querella ante el órgano que resulte competente. 

Por otra parte, el órgano que resulta competente en lo referente a la actuación de la titular del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 3 de Dos Hermanas, es la Fiscalía del Tribunal Superior de Andalucía. No entro a calificar la actuación de la señora juez Doña María Elena Pérez Caro, eso le corresponde a esta fiscalía. Quisiera respetuosamente, que me aclarara este termino que consta en el Decreto de Archivo: ..”sin perjuicio de que si la parte no esta conforme con el mismo pueda recurrirlo” no obstante en el párrafo final dice “ … haciéndole constar que no cabe recurso alguno contra el mismo, sin perjuicio de que caso de no estar conforme con el archivo acordado, reproduzca su denuncia ante el órgano judicial competente.”

El razonamiento que se exige para el decreto de archivo deja mucho que desear. ¿Qué quiere decir “el órgano judicial competente?”, Esta fiscalía es competente para despachar este asunto ya que se trata de una juez aforada que si se ha equivocado gravemente no quiere decir que prevarique. Mi denuncia la tienen ustedes que tratar ya que estoy legitimado para formularla y no existe ningún órgano judicial competente al que me pueda dirigir.

Con todo el respeto, señor Fiscal Superior le informo que presentaré de nuevo una denuncia en los mismos términos, aunque ampliada en sus argumentos y eliminando cualquier referencia al Banco Popular, que como le he dicho le presentaré una querella. 

Atentamente, en Vilanova i la Geltrú a veintiuno de julio de 2015.

Fdo. José Manuel Novoa Novoa   

